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normativa se refiere principalmente a la publicidad en los ámbitos de productos sanitarios y de consumo 
y en menor medida a la publicidad de los centros sanitarios.

La regulación específica de la publicidad de centros, establecimientos y servicios sanitarios es todavía 
escasa, poco desarrollada y no delimita de forma clara las competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas.

La publicidad sanitaria, aunque necesaria, es un tipo de publicidad especialmente sensible y, por lo 
tanto, debería estar especialmente regulada, con el fin de proteger a los ciudadanos y evitar que reciban 
información inapropiada o engañosa que les pueda confundir y crear falsas expectativas.

La promoción de servicios sanitarios debería estar regulada mediante criterios estrictamente clínicos, 
y con el fin de proteger el derecho a la salud de la población, en la publicidad sanitaria debe prevalecer 
siempre la ética y deontología de la profesión, ofreciendo al paciente una información precisa, veraz, 
comprensible y basada en el conocimiento científico.

Han transcurrido dos décadas desde que se aprobó el Real Decreto 1907/1996, sobre publicidad y 
promoción comercial de productos, actividades o servicios con pretendida finalidad sanitaria. Tras el 
análisis de toda la normativa vigente, se hace necesario elaborar una norma que contenga la regulación 
básica del Estado sobre esta materia para proteger adecuadamente la salud y los derechos de la población.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular formula la siguiente

Proposición no de Ley 

«El Congreso de los Diputados considera necesario que se realice un análisis integral y coordinado de 
la normativa vigente en materia de publicidad de centros, establecimientos y servicios sanitarios y, como 
consecuencia, al objeto de elaborar una norma que contenga la regulación básica del Estado sobre esta 
materia y que:

1. 	 Mejore, actualice y clarifique la regulación de la publicidad de centros, establecimientos y servicios 
sanitarios.

2. 	 Garantice la seguridad de pacientes y usuarios, persiguiendo la publicidad engañosa y evitando 
los posibles prejuicios que puedan producirse.

3. 	 Regule de forma detallada la inspección, el control, las responsabilidades y las sanciones que se 
deriven de la publicidad engañosa en estos centros, cualquiera que sea el régimen jurídico bajo el que 
presten sus servicios (franquicias, etc.).

4. 	 Establezca los mecanismos de coordinación necesarios con las Comunidades Autónomas.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de octubre de 2016.—Rafael Antonio Hernando Fraile, 
Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

161/000631

A la Mesa del Congreso de los Diputados 

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y 
siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Proposición no 
de Ley relativa a la efectiva inclusión social y la lucha contra la discriminación de la población gitana, para 
su debate en la Comisión de Sanidad y Servicios Sociales.

Exposición de motivos 

La comunidad gitana, presente en España desde el siglo XV, se caracteriza por mantener históricamente 
una identidad cultural propia y por poseer una trayectoria marcada, al igual que en el resto del mundo, por 
procesos de exclusión social.

Aunque no existen datos oficiales, se calcula que en la actualidad hay entre 10 y 12 millones de 
ciudadanos europeos de origen gitano/romaní, lo que convierte a esta minoría en la más numerosa de la 
Unión Europea. A pesar de que esta población está presente en Europa desde hace siglos, a día de hoy 
muchos de ellos siguen sufriendo exclusión y rechazo social.
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Conscientes de esta situación, tanto los poderes públicos nacionales como los internacionales, han 
puesto en marcha políticas orientadas a garantizar la protección de los derechos fundamentales de este 
colectivo. Gracias a estas actuaciones, la población gitana en España ha experimentado, en términos 
generales, importantes avances sociales en los últimos años. Sin embargo, pese a los logros alcanzados, 
hay que seguir avanzando en cuatro áreas clave de mejora de la integración de la población gitana: 
educación, empleo, vivienda y salud.

Por ese motivo el Gobierno, con el objetivo de alcanzar una sociedad de ciudadanos libres e 
iguales, en la que todos los españoles tengamos los mismos derechos y obligaciones sin discriminación, 
diseñó y aprobó instrumentos como la Estrategia Nacional para la Inclusión Social de la Población 
Gitana en España 2012-2020, una iniciativa que está beneficiando a alrededor de 750.000 personas, 
de las que, según el VII Informe sobre exclusión y desarrollo social en España 2014 de la Fundación 
FOESSA un 54,4 % se encuentran en riesgo de exclusión severa. Por otro lado, se ha puesto en 
marcha el Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016, programa que incluye como 
objetivo concreto la atención especializada de colectivos específicos que por sus particulares 
características están expuestos a un mayor riesgo de pobreza y exclusión social, como es ciertamente 
el caso de la población gitana.

En consonancia con la intención del Gobierno de poder llevar a cabo una verdadera sociedad de todos 
y para todos, y teniendo muy en cuenta la recomendación de diciembre de 2013 del Consejo de la Unión 
Europea, en la que insta a todos los Estados miembros a aplicar en todas las esferas de la sociedad 
medidas de lucha contra la discriminación y el prejuicio contra la población gitana, a través de medidas 
tales como elevar la concienciación sobre las ventajas de la integración de la población gitana, elevar la 
concienciación del público en general sobre las distintas naturalezas de las sociedades y evitar 
comportamientos que podrían incitar a discriminar a la población gitana.

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso presenta la siguiente

Proposición no de Ley 

«El Congreso de los Diputados manifiesta la necesidad de, en el marco de la Estrategia Nacional para 
la Inclusión Social de la Población Gitana en España 2012- 2020 y en consonancia con los objetivos del 
Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 2013-2016, desarrollar acciones para la erradicación de 
los prejuicios existentes hacia la población gitana, promoviendo un mejor conocimiento de su realidad con 
el fin de alcanzar la igualdad de trato y una plena convivencia intercultural.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de octubre de 2016.—Rafael Antonio Hernando Fraile, 
Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

161/000636

A la Mesa del Congreso de los Diputados 

Don José Manuel Villegas Pérez, Portavoz Adjunto del Grupo Parlamentario Ciudadanos, al amparo 
de lo establecido en el artículo 193 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, 
presenta la siguiente Proposición no de Ley para dar cumplimiento a la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de 
cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, con el fin de mejorar los servicios y prestaciones 
sanitarias ofrecidas a los reclusos en las diferentes Comunidades Autónomas, para su debate en la 
Comisión de Sanidad y Servicios Sociales.

Exposición de motivos

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, en su disposición 
adicional sexta ordena la integración de los servicios sanitarios de los centros de penitenciarios en los 
correspondientes de las Comunidades Autónomas. El texto legal señala lo siguiente:

Disposición adicional sexta.  Transferencia a las comunidades autónomas de los servicios e 
instituciones sanitarias dependientes de Instituciones Penitenciarias.
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